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Resumen: la garantía de la independencia judicial tiene están-
dares desarrollados en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (SIDH), al igual que la libertad de expresión. Ambos 
valores son imprescindibles para el normal desarrollo de un 
proceso electoral libre, justo y transparente. Por ello, resulta 
necesario fortalecer el rol de las autoridades electorales con 
dichos parámetros, asegurando la integridad personal de los 
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magistrados para fortalecer la contienda electoral ante el uso 
de las redes sociales con reglas de respeto por la garantía de 
la transparencia del sistema democrático como garante de los 
derechos humanos según la propia Carta Democrática Intera-
mericana.

Abstract: the guarantee of judicial independence, as well as 
freedom of speech, has developed standards in the Inter-Ame-
rican Human Rights System  (IHRRS). These two values are 
essential for the normal development of a free, fair and trans-
parent electoral process. Therefore, it is necessary to reinfor-
ce the role of the electoral justice authorities with these para-
meters, ensuring the personal integrity of the judges in order 
to strengthen the electoral process regarding the use of social 
networks with rules that guarantee transparency of the demo-
cratic system as a guarantor of human rights according to the 
Inter-American Democratic Charter itself.
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I. La garantía de la independencia  
judicial conforme los estándares del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos

Existe un alto grado de consenso en torno al reconocimiento de 
la independencia judicial como precondición para la efectiva vi-
gencia del Estado de derecho. De allí derivan un conjunto de ga-
rantías a los magistrados a fin de impedir que reciban presiones 
de los poderes políticos, del mismo poder judicial o bien de la 
sociedad. Tal como enseñaba Joaquín V. González, el poder judi-
cial “[h]a sido creado como un árbitro supremo, independiente, 
ilustrado, para dirimir todo conflicto o duda en el sentido o apli-
cación de las leyes a los casos litigiosos, y su existencia y funcio-
namiento son distintos y separados de los otros […] poderes”.1 

En este orden de ideas, la Constitución Nacional argentina 
(CN) establece mecanismos específicos de designación y de re-
moción para los jueces, como también reconoce la estabilidad en 
el ejercicio de sus funciones y la intangibilidad de sus remunera-
ciones. 

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH), en el caso Reverón Trujillo vs. Venezuela,2 destacó 
que los magistrados, a diferencia de los demás funcionarios pú-
blicos, cuentan con garantías reforzadas debido a la independen-
cia que requiere el poder judicial, las que entiende esenciales 
para el ejercicio de la función judicial. 

En esa misma oportunidad, al igual que lo hizo anteriormente 
en los casos  Tribunal Constitucional vs. Perú y Apitz Barbera y otros 
(“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”),3 agregó que 

1	 González, Joaquín V., Manual de la Constitución Argentina, Buenos Aires, 
Ángel Estrada y Ca. Editores, 1897, p. 625.

2	 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fon-
do, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de junio de 2009. Serie C, núm. 
197, párr. 67. 

3	 Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C, núm. 71; Caso Apitz 
Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Vene-
zuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 
de agosto de 2008. Serie C, núm. 182.
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[…] uno de los objetivos principales que tiene la separación de los 
poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces. 
Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el Estado en su 
faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como 
sistema, así como también en conexión con su vertiente individual, 
es decir, con relación a la persona del juez específico. El objetivo 
de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general 
y sus integrantes en particular se vean sometidos a posibles restric-
ciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos 
ajenos al poder judicial o incluso por parte de aquellos magistrados 
que ejercen funciones de revisión o apelación. Adicionalmente, el 
Estado está en el deber de garantizar una apariencia de indepen-
dencia de la magistratura que inspire legitimidad y confianza sufi-
ciente no solo al justiciable, sino a los ciudadanos en una sociedad 
democrática.4 

Así pues, existe un vínculo directo entre la dimensión ob-
jetiva de la independencia judicial y el derecho de los jueces a 
acceder y permanecer en sus cargos en condiciones generales de 
igualdad, como expresión de su garantía de estabilidad.5 En este 
punto, el Tribunal interamericano sostuvo que la inamovilidad 
exige la “permanencia en el cargo, un proceso de ascensos ade-
cuado y no despido injustificado o libre remoción”.6 Ello, toda 
vez que “la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva del 
observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir 
controversias concretas sin temor a represalias”.7 

La Corte IDH8 concluyó que cuando se afecta en forma arbi-
traria la permanencia de los magistrados en su cargo, se vulne-

4	 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela..., cit., párr. 67.
5	 Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. 

Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 23 de agosto de 2013. Serie C, núm. 266, párr. 151.

6	 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela..., cit., párr. 79.
7	 Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 

Administrativo”) vs. Venezuela…, cit., párr. 44.
8	 Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. 

Ecuador…, cit., y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) 
vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia del 28 de agosto de 2013. Serie C, núm. 268.
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ra el derecho a la independencia judicial (art. 8.1, CADH) y el 
derecho de acceso y permanencia en condiciones generales de 
igualdad en un cargo público (art. 23.1.c, CADH).9 

Por supuesto que estas garantías no pueden convertirse en un 
bill de indemnidad para impedir que pueda adjudicarse a los jue-
ces cualquier tipo de responsabilidad disciplinaria por la forma 
en que cumplen con sus funciones. En efecto, entre los princi-
pios rectores de las repúblicas se encuentra la responsabilidad de 
los funcionarios públicos, a la cual no escapan los magistrados. 

En otras palabras, uno de los mecanismos institucionales para 
asegurar la independencia judicial es que los jueces sean estables; 
no obstante, la estabilidad en el cargo supone la responsabilidad 
por su accionar, por lo que pueden ser sancionados o destituidos 
cuando se compruebe —entre otras— la causal de mal desempe-
ño en el ejercicio de sus funciones. En este sentido, la Corte IDH 
destacó que los juicios políticos en los que se discute la remoción 
de los magistrados no son per se contrarios al Pacto, siempre que 
respeten las garantías previstas en el artículo 8 y existan criterios 
que limiten la discrecionalidad del juzgador con miras a proteger 
la garantía de independencia.10

II. El valor de la garantía de la 
 independencia judicial en  

la autoridad electoral

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, a di-
ferencia de lo que ocurre en el sistema europeo, en la mayoría 
de los Estados parte existen tribunales especializados en materia 
electoral que establecen los alcances de los derechos de partici-

9	 Parra Vera, Oscar, “La independencia judicial en la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Evolución, debates y diálo-
gos”, en Saiz Arnaiz, Alejandro et al., (dirs.), Diálogos judiciales en el Siste-
ma Interamericano de Derechos Humanos, Valencia, Tirant Lo Blanch, 2017, 
pp. 485-530. 

10	 López Alfonsín, Marcelo A., Las garantías judiciales en el proceso de desti-
tución de magistrados. El caso “Rico” y otra vez el diálogo interjurisdiccional 
como marco, La Ley, 2020.
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pación política contenidos en las normas internas, así como en 
las convencionales.11  

Aquí, corresponde aclarar que en la práctica electoral de cada 
país la autoridad electoral se integra y funciona de distinta mane-
ra, como respuesta a su contexto sociocultural. Lo que sí debe te-
ner esa autoridad electoral es independencia: esa es la verdadera 
garantía de la integridad electoral en este aspecto.12

En este sentido, la importancia de la especialidad y su capaci-
dad técnica fue resaltada por la Corte IDH al analizar la garantía 
de la independencia judicial de los tribunales electorales, así en-
fatizó que la misma “resulta indispensable dentro de un sistema 
democrático, por cuanto estas instituciones forman parte de la co-
lumna vertebral del sistema electoral y son el mecanismo de revi-
sión judicial que garantiza la realización de unas elecciones justas, 
libres y creíbles”.13 Por tanto, es menester garantizar y preservar 
la independencia de los tribunales electorales a fin de prevenir in-
terferencias indebidas de otros poderes del Estado, en especial del 
poder ejecutivo. Dado que los mecanismos de control jurisdiccio-
nal son imprescindibles para proteger el ejercicio de los derechos 
políticos de los electores como de los candidatos que participan en 
una contienda electoral.14 De esta manera, la protección de la in-
dependencia judicial de los tribunales electorales es una garantía 
per se para el ejercicio pleno y efectivo de los derechos políticos.15 
En efecto, las decisiones tanto jurisdiccionales como administra-
tivas que adoptan los organismos electorales, “por su transcen-
dencia en el reparto de los poderes como por su impacto en los 
derechos fundamentales tienen transcendencia constitucional”.16 

11	 García Roca, Javier y Dalla Vía, Alberto, R., Los derechos políticos y electora-
les: un orden público democrático, Buenos Aires, La ley, 2013, pp. 1-126.

12	 Gómez, Elena I., “La integridad electoral como garantía de las elecciones”, 
Pensar en Derecho, núm. 22, Buenos Aires, Eudeba-Facultad de Derecho de 
la Universidad de Buenos Aires, julio 2023, pp. 1-210.

13	 Corte IDH. Caso Aguinaga Aillón vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia del 30 de enero de 2023. Serie C, núm. 483, párr. 70.

14	 Idem.
15	 Idem.
16	 Rubio Núñez, Rafael y de Andrade Monteiro, Víctor, “Las decisiones ju-

risdiccionales de carácter constitucional de los organismos electorales 
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En este sentido, es conveniente resaltar lo señalado en el In-
forme del Observatorio de la Organización de Estados America-
nos (OEA) sobre la Democracia en las Américas en oportunidad 
de la pandemia, elaborado por la Secretaría General de dicho or-
ganismo,17 donde se destaca el papel de los organismos electora-
les en dicho contexto y subraya el rol de estos en la contribución 
decisiva a la resiliencia de la democracia regional, mostrando 
adaptación e innovación, con criterios de trabajo interinstitucio-
nal en la búsqueda de consensos, garantizando independencia 
y autonomía. En efecto, los organismos electorales mostraron 
capacidad de adaptación e innovación en la organización de las 
elecciones al incorporar un enfoque sanitario en todo el ciclo 
de la organización y desarrollo del proceso electoral, buscando 
siempre un equilibrio del ejercicio entre los derechos políticos y 
los derechos a la vida y a la salud de los ciudadanos.18

Todo ello, enfatiza aún más el imprescindible rol de la justicia 
electoral, ya que es fundamental para el ejercicio pleno y efectivo 
de los derechos de participación política. Así lo sostuvo la Corte 
IDH al señalar que “la garantía de la independencia judicial de 
juezas y jueces que resuelven cuestiones electorales tiene una in-
trínseca relación con la vigencia de la democracia”.19 Además, a 
fin de reforzar este punto, destacó la relevancia de tal garantía no 
es solo para el ámbito interno sino también “en el contexto mun-
dial y regional actual de erosión de la democracia, en donde se 
utilizan los poderes formales para promover valores antidemo-
cráticos, vaciando de contenido las instituciones y dejando solo 
su mera apariencia”.20

en Iberoamérica: un difícil equilibrio”, Anuario Iberoamericano de Justicia 
Constitucional, 2022, p. 433, doi:https://doi.org/10.18042/cepc/aijc.26.13 

17	 Informe del Observatorio de OEA sobre la Democracia en las Américas: Pan-
demia 2021, Preparado y publicado por la Secretaria General de la Organiza-
ción de los Estados Americanos. https://www.oas.org/es/observatorio-demo-
cracia/docs/OEA_Informe_Observatorio_Democracia_Pandemia2021.pdf 

18	 López Alfonsín, Marcelo A., Los desafíos de la democracia en las Américas, 
Rubinzal Culzoni editores, 2023, p. 1. 

19	 Corte IDH. Caso Aguinaga Aillón vs. Ecuador…, cit., voto concurrente y 
parcialmente disidente de los jueces Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot y 
Rodrigo Mudrovitsch, párr. 17. 

20	 Ibidem, párr. 71. 
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III. Alcances de la libertad de  
expresión en la contienda electoral

Ya desde hace tiempo la Corte IDH sostuvo, en lo que aquí inte-
resa, que 

[…] la libertad de expresión es una piedra angular en la existencia 
misma de una sociedad democrática. Es indispensable para la for-
mación de la opinión pública. Es también conditio sine qua non para 
que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y 
culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la colectividad 
puedan desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la 
comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente 
informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que no 
está bien informada no es plenamente libre.21 

Sentado ello, expresó que 

[…] en el marco de una campaña electoral, la libertad de pensamien-
to y de expresión en sus dos dimensiones constituye un bastión 
fundamental para el debate durante el proceso electoral, debido a 
que se transforma en una herramienta esencial para la formación 
de la opinión pública de los electores, fortalece la contienda política 
entre los distintos candidatos y partidos que participan en los co-
micios y se transforma en un auténtico instrumento de análisis de 
las plataformas políticas planteadas por los distintos candidatos, lo 
cual permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras 
autoridades y de su gestión.22 

Es oportuno recordar aquí que

[…] los derechos políticos son derechos humanos de importancia 
fundamental dentro del sistema interamericano que se relacionan 
estrechamente con otros derechos consagrados en la Convención 
Americana como la libertad de expresión, la libertad de reunión y 

21	 Corte IDH. OC-5/85. La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 
29 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva 
del 13 de noviembre de 1985, párr. 70. https://www.corteidh.or.cr/docs/
opiniones/seriea_05_esp.pdf

22	 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia del 31 de agosto de 2004. Serie C, núm. 111, párr. 88. 
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la libertad de asociación y que, en conjunto, hacen posible el juego 
democrático.23

En este sentido, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), ha indicado que 

[d]urante los procesos electorales la libertad de expresión cobra par-
ticular importancia, en estos procesos los medios pueden fomentar 
la participación pública algo esencial en el desarrollo democrático 
de distintas maneras: informando sobre el desempeño del gobierno, 
orientando a los electores sobre como ejercer sus derechos, dando 
cuenta del desarrollo de las campañas, ofreciendo una plataforma 
para que los partidos políticos difundan su mensaje entre el electo-
rado y permitiendo que los candidatos debatan entre sí.24

Por su parte, la Corte IDH consideró 

indispensable que se proteja y garantice el ejercicio de la libertad 
de expresión en el debate político que precede a las elecciones de 
las autoridades estatales que gobernarán un Estado. La formación 
de la voluntad colectiva mediante el ejercicio del sufragio indivi-
dual se nutre de las diferentes opciones que presentan los partidos 
políticos a través de los candidatos que los representan. El debate 
democrático implica que se permita la circulación libre de ideas e 
información respecto de los candidatos y sus partidos políticos por 
parte de los medios de comunicación, de los propios candidatos y 
de cualquier persona que desee expresar su opinión o brindar in-
formación. Es preciso que todos puedan cuestionar e indagar so-
bre la capacidad e idoneidad de los candidatos, así como disentir 
y confrontar sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los 
electores puedan formar su criterio para votar.25 

Por tanto, la calidad de la deliberación pública en la contien-
da electoral es un elemento relevante de la integridad electoral y 

23	 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones Y Costas. Sentencia del 6 de agosto de 2008. Serie C, 
núm. 184, párr. 140. 

24	 CIDH, Informe Anual 2005, vol. II, Informe de la Relatoría para la Libertad 
de Expresión, Capítulo VI, párr. 16 con cita al Informe Anual 2001, vol. I 
Informe de la Relatoría para la Libertad de Expresión.

25	 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay…, cit., párr. 90.
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por ende la desinformación afecta palmariamente a la integridad 
electoral. 

Una de las actuales problemáticas en las elecciones, está dada 
por la propagación de noticias falsas, fake news, a través de la 
viralización de la información en las redes sociales y en las pla-
taformas digitales durante el proceso electoral.26 Al respecto, se 
sostiene que “las noticias falsas contribuyen a confirmar sesgos 
cognitivos y, por lo tanto, poseen un mayor atractivo para ser 
diseminadas”.27 Además, este tipo de noticias falsas que tienen 
por objeto engañar a la ciudadanía, daña(n) a la democracia, es 
fuente para conflictos y aporta al crecimiento de posiciones ex-
tremas y, por lo tanto, a la polarización. La polarización erosiona 
la democracia porque corta los canales de comunicación entre 
grupos divergentes.28 

De este modo, “[l]as campañas de desinformación electoral 
engañan intencionalmente a los votantes, alterando así la noción 
de elecciones justas y desafiando a las democracias […] a elabo-
rar nuevas políticas que salvaguarden su integridad electoral”.29

Recordemos que la Corte IDH dijo que 

[s]in una efectiva libertad de expresión, materializada en todos sus 
términos, la democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia 
empiezan a quebrantarse, los mecanismos de control y denuncia 
ciudadana se empiezan a tornar inoperantes y, en definitiva, se em-
pieza a crear el campo fértil para que sistemas autoritarios se arrai-
guen en la sociedad.30

26	 Gómez, Elena I., op. cit.
27	 Informe del Observatorio de OEA sobre la Democracia en las Américas 

(Pandemia/2021)…, cit., p. 151.
28	 Idem.
29	 Judge, Elizabeth F. y Korhani, Amir M., “Desinformación, Igualdad In-

formativa Digital e Integridad Electoral”, Revista de Derecho Electoral: 
reglas, política y política, junio de 2020, p. 240, http://doi.org/10.1089/
elj.2019.0566  

30	 Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones Y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004. Serie C, 
núm. 107, párr. 116, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/se-
riec_107_esp.pdf 
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IV. Alcances de las críticas en las expresiones  
públicas contra la autoridad electoral

En los últimos tiempos vemos como el debate público se produ-
ce en los eternos digitales y consecuentemente, la magistratura 
electoral no es ajena a esta circunstancia. 

Ahora bien, la cuestión radica en establecer si hay un límite a 
las manifestaciones vertidas contra la magistratura electoral por 
su obrar durante la contienda electoral y si esas manifestaciones 
se pueden traducir en violencia o acoso en las redes sociales con-
tra el propio sistema democrático. 

Aquí, resulta necesario señalar que, en los últimos procesos 
electorales en la región, las autoridades electorales fueron objeto 
de críticas y ataques por redes sociales, cuya finalidad, en algu-
nos casos, era poner en duda su imparcialidad e independencia y 
por ende, la legitimidad de todo el proceso electoral en general.

Como consecuencia de ello, la Corte IDH tuvo oportunidad 
de expresarse en su faz cautelar, en el marco de lo establecido en 
el artículo 63.2 de la Convención Americana,31 ordenando medi-
das provisionales al fin de salvaguardar el derecho a la vida y la 
integridad personal del presidente del Jurado Nacional de Elec-
ciones de Perú y, en consecuencia, de su familia.32

Recordemos que el Tribunal interamericano tiene la facultad 
de emitir medidas provisionales sin que sea necesario la existen-

31	 CADH, art. 63.2, “En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se 
haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los 
asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que 
considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos 
a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión”.

32	 Corte IDH. Asunto Jorge Luis Salas Arenas y su núcleo familiar respecto 
de Perú. Medidas Provisionales, Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 4 de septiembre de 2023, “Conforme a lo indicado en 
la presente Resolución y en aplicación del estándar prima facie requerido 
para la procedencia de las medidas provisionales, la Corte considera que 
existe una situación de extrema gravedad, urgencia y riesgo inminente de 
daño irreparable a los derechos a la vida e integridad personal del señor Sa-
las Arenas. Esta situación de riesgo impacta también a su núcleo familiar”, 
https://www.corteidh.or.cr/docs/medidas/salas_arenas_se_01.pdf
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cia de un caso contencioso en sentido estricto, siempre que de-
terminadas circunstancias puedan, palmariamente afectar grave 
e inminente los derechos humanos. Ante ello, debe valorarse la 
situación planteada, “la efectividad de las acciones estatales fren-
te a la situación descrita, y el grado de desprotección en que que-
darían las personas sobre quienes se solicitan medidas en caso de 
que no sean adoptadas”.33 Además, es importante tener presente 
el contexto dentro del cual se solicita la adopción de las medidas 
provisionales. 

En el caso, la CIDH dio cuenta de los riesgos a la independen-
cia e institucionalidad que atraviesan las autoridades electorales. 
Así, resaltó —en oportunidad de solicitar tales medidas— “su 
preocupación por [los] actos de hostigamiento contra personas 
que participan en la vida pública en el Perú, entre ellas las auto-
ridades electorales; al igual que por la difusión de discursos es-
tigmatizantes que alientan la discriminación”.34 A su vez, se tuvo 
particularmente de relieve que durante el proceso electoral del 
año 2021 “las instituciones electorales fueron víctimas de ata-
ques mediante los medios de comunicación y redes sociales que 
cuestionaban su credibilidad y la imparcialidad de las autorida-
des electorales”,35 a las que se añaden las campañas de desinfor-
mación y divulgación de los datos personales de los integrantes 
de la justicia electoral. 

A fin de emitir su resolución, el Tribunal interamericano tuvo 
en cuenta la especial función del presidente de la justicia electo-
ral del país, ya que tal como lo resalta la CIDH es “la figura más 
visible del Jurado Nacional de Elecciones, el cual preside a la fe-
cha en calidad de presidente, según normativa interna peruana”.36

Ahora bien, a fin de considerar si la cuestión resulta de “extre-
ma gravedad”, el Tribunal interamericano da cuenta que “existen 
dos tipos de situaciones que han sido descritas como amenazas: 
(i) las menciones y mensajes difundidos por diversas personas 

33	 Ibidem, considerando 4.
34	 Ibidem, considerando 9.
35	 Ibidem, considerando 10.
36	 Ibidem, considerando 59.
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en redes sociales y (ii) los actos de hostigamiento, llamadas te-
lefónicas, manifestaciones, plantones y otro tipo de actos que 
habrían afectado la esfera privada del señor Salas Arenas y su 
núcleo familiar”.37 

Con relación a la primera, es decir “las menciones y mensa-
jes difundidos por diversas personas en redes sociales”, la Cor-
te IDH aplicó su jurisprudencia y recordó que “las expresiones 
públicas de crítica a altos funcionarios están protegidas por la 
Convención Americana”38 y por tanto las personas que “influyen 
en cuestiones de interés público están más expuestas al escruti-
nio y la crítica del público”,39 este umbral diferente de protección 
tiene su razón de ser en que se han expuesto voluntariamente a 
un escrutinio más exigente, ya que las acciones que ejercen salen 
del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del 
debate público,40 debido a que “no se asienta en la calidad del 
sujeto, sino en el carácter de interés público que conllevan las 
actividades o actuaciones de una persona determinada”.41

En efecto, para el Tribunal interamericano “es lógico y apro-
piado que las expresiones concernientes a funcionarios públicos 
o a otras personas que ejercen funciones de una naturaleza públi-
ca gocen [...] de una mayor protección que permita un margen de 
apertura para un debate amplio, esencial para el funcionamiento 
de un sistema verdaderamente democrático”.42 Asimismo, consi-
deró que 

37	 Ibidem, considerando 60.
38	 Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia 

del 6 de febrero de 2001. Serie C, núm.  74, párr. 155; Caso Baraona Bray vs. 
Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 24 de noviembre de 2022. Serie C, núm. 481, párrs. 111-115.

39	 Corte IDH. Caso Moya Chacón y otro vs. Costa Rica. Excepciones Prelimina-
res, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 23 de mayo de 2022. Serie 
C, núm. 451, párr. 75 y Caso Baraona Bray vs. Chile…, cit., párr. 111. 

40	 Corte IDH. Caso Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina. Fondo, Reparacio-
nes y Costas. Sentencia del 29 de noviembre de 2011. Serie C, núm. 238, 
párrs. 47 y 50.

41	 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 22 de noviembre de 2005. Serie C, núm. 135, párr. 84.

42	 Ibidem, párr. 82.
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tratándose de funcionarios públicos, de personas que ejercen fun-
ciones de una naturaleza pública, de políticos y de instituciones es-
tatales, se debe aplicar un umbral diferente de protección, el cual 
no se asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés 
público que conllevan las actividades o actuaciones de una persona 
determinada.43 

Sin perjuicio de ello, no escapa del estudio de la Corte IDH 
en este caso, que

la frecuencia de [las manifestaciones], y en particular el tono de 
muchos de los mensajes dirigidos al [presidente del Jurado Nacio-
nal de Elecciones], son representativos de acoso selectivo, estig-
matización y desprestigio en redes sociales y medios de comunica-
ción, lo cual no debe ser ignorado por el Estado y activa su deber de 
prevención. En particular, el Estado debe actuar con la mayor dili-
gencia para determinar el origen de aquellos mensajes que pueden 
suponer un riesgo para la vida y la integridad personal del señor 
Salas Arenas y su núcleo familiar.44 

Por tanto, más allá de las manifestaciones en redes sociales, 
la restante situación en análisis “configurarían un considerable 
riesgo y deben entenderse como amenazas inminentes”.45 Resul-
tan, así, 

particularmente graves los hostigamientos en la vía pública, las lla-
madas amenazantes a números privados del señor Salas Arenas, de 
su núcleo familiar y de las personas que laboran con estos, las mani-
festaciones públicas con artefactos pirotécnicos frente a la residen-
cia del propuesto beneficiario y las manifestaciones con discursos 
agresivos dirigidos al señor Salas Arenas frente a su sitio de traba-
jo. Estas situaciones ponen en riesgo la vida e integridad personal 
del señor Salas Arenas y de su núcleo familiar, además de generar 
intimidación, angustia y temor. La conjunción de las recurrentes 
menciones negativas en redes sociales y los hostigamientos, llama-
das amenazantes y arengas en discursos públicos deben entenderse 
como amenazas directas a la integridad personal del señor Salas 

43	 Ibidem, párr. 84.
44	 Corte IDH. Asunto Jorge Luis Salas Arenas…, cit., considerando 61.
45	 Idem.
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Arenas y de su núcleo familiar y, por ende, llevan a concluir que 
en el presente caso se configura el requisito de extrema gravedad.46 

V. Reflexiones finales. El necesario debate 
 sobre el alcance de las expresiones  

públicas contra el sistema democrático

Se ha destacado que “[e]l populismo y los movimientos de la pos-
verdad ejercen una fuerte presión sobre las elecciones libres e 
imparciales, piedra angular de la legitimidad democrática, me-
diante el uso de las nuevas tecnologías y comunicaciones digita-
les, para confundir y engañar a la ciudadanía”.47

No hay que olvidar que los estándares del Sistema Intera-
mericano de Derechos Humanos sirven para valorar la eventual 
responsabilidad internacional del Estado y son una guía de inter-
pretación en cualquier proceso constitucional, pero cada Estado 
puede estructurar sus procesos constitucionales de acuerdo con 
su propia historia e idiosincrasia institucional, respetando las ga-
rantías de tutela que la Convención Americana de Derechos Hu-
manos establece. 

Así como lo marca la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, en materia de derechos políticos hay un límite en cuanto 
a su jurisdicción, y ese límite no es otro que la soberanía de cada 
Estado en cuanto a su diseño político electoral, mientras que este 
diseño no vulnere los derechos de participación política. 

En efecto, en el ámbito exclusivo de los derechos políticos 
se permite a los Estados Parte de la Convención configuraciones 
muy variadas de los sistemas electorales, que atiendan diversas 
finalidades, así como de los procedimientos y administraciones 
electorales; todo lo cual hace previsible y deseable un control su-
pranacional normalmente menos intenso.48

46	 Ibidem, considerando 62.
47	 Informe de la Comisión Kofi Annan sobre Elecciones y Democracia en la 

Era Digital, “La protección de la integridad electoral en la era digital”, Kofi 
Annan Foundation, enero 2020, p. 9.

48	 García Roca, Javier y Dalla Vía, Alberto, R., op. cit., p. 42.
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Esta afirmación encuentran sustento en las decisiones del Sis-
tema Interamericano de Derechos Humanos49 que reconocieron 
a los Estados su autonomía en la organización de sus institucio-
nes políticas para dotar de efectividad los derechos de participa-
ción política en el que se asienta el Estado de derecho; “dejan-
do[,]  [por lo tanto,] margen a una amplia variedad de formas 
de gobierno, y resaltando que el objetivo no es crear un modelo 
uniforme de democracia representativa para todos los Estados, 
sino determinar si la legislación de un Estado infringe derechos 
fundamentales”.50 

La Corte IDH entendió que los jueces cuentan con la protec-
ción a su honra, establecida en el artículo 11 de la CADH. Asi-
mismo, también entendió que “el ejercicio de cada derecho tiene 
que hacerse con respeto y salvaguarda de los demás derechos 
fundamentales”51 y “acorde con los principios del pluralismo de-
mocrático”.52 

El contexto pandémico ha sido un catalizador de la virulencia, 
la polarización política y la desinformación, debido al deterioro 
de la calidad de vida, el crecimiento de las brechas de desigual-
dad como también las limitaciones al ejercicio de los derechos 
políticos y los derechos económicos, sociales y culturales, lo que 
ha traído insatisfacción y desconfianza en el sistema democráti-
co y sus instituciones.

El funcionamiento de las redes sociales, las interacciones y 
los refuerzos de las diferentes herramientas tecnológicas tiene 
una creciente importancia en todas las democracias del mundo. 
Tradicionalmente se piensa que la polarización es la que paraliza. 
Sin embargo, lo que realmente provoca la paralización es la falta 
o la ruptura de puentes entre polos políticos, eliminando los ca-
nales de comunicación entre ciudadanos y actores políticos, pro-
duciendo actos de movilización social, con alta probabilidad de 
producir acciones violentas.

49	 CIDH, Informe Núm. 137/99; Informe 25/01; Informe 98/03. Corte IDH. 
O.C 4/84…, cit.; Caso Castañeda Gutman vs. México…, cit., entre otros.

50	 Orden público.
51	 Corte IDH. Caso Kimel vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-

tencia del 2 de mayo de 2008. Serie C, núm. 177, párr. 75.
52	 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay…, cit.
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El escenario pandémico ha sido tierra fértil para el floreci-
miento de posiciones extremas que cuestionan a la democracia, 
emergiendo en algunos lugares, o fortaleciéndose en otros, dis-
cursos autoritarios y populistas en la región, los cuales no solo 
cuestionan el funcionamiento de las instituciones básicas de una 
sociedad democrática, sino que amenazan con moldearlas hacia 
sus intereses, socavando y debilitando la institucionalidad a través 
de acciones continuas que colapsan al Estado de derecho y la vi-
gencia de las libertades fundamentales. En este círculo vicioso, el 
deterioro en la calidad de vida de la población y el incremento de 
la pobreza se convierte en un riesgo para la propia democracia.53

La construcción de democracias resilientes no implica solo la 
celebración periódica de elecciones en las cuales se ejerzan los 
derechos políticos, sino también demanda que las agendas pú-
blicas y privadas a través de la inversión, la innovación y el esta-
blecimiento de medidas de protección social garanticen el pleno 
ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales y el 
cierre de brechas, siendo fundamental para que las personas y 
los pueblos bajo el enfoque del desarrollo humano, desarrollen 
sus capacidades y competencias para afrontar la incertidumbre 
proveniente del contexto mundial y regional actual.54
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